
 
 
 
 
ACTA DE LA SESIÓN EXTRAORDINARIA CELEBRADA POR EL PLENO DEL 
AYUNTAMIENTO DE FUENTEPELAYO EL DÍA  VEINTICINCO DE NOVIEMBRE  DE  
DOS MIL QUINCE.-      

 

Concurren: 
Alcalde-Presidente: D. Daniel  J. López  Torrego 
Concejales:  Dª  Mª Yolanda Dulce Recio, 1ª Tte. de Alcalde 
                      D. Juan Manuel Arribas Zaera, 2º Tte. de Alcalde 
                      Dª Bernadette Rodríguez Callejo                                              
                      D. Martín Tejedor Serrano 
                      Dª Raquel Medialdea de Castro 
           D. Alfonso Gómez Manrique, que se incorpora en el Punto 2º 
Secretario:  D. José Carlos Arranz del Barrio 

 
 En la Villa de Fuentepelayo, en el Salón de Plenos de  su Casa Consistorial, a 
veinticinco días del mes de noviembre del año dos mil quince,   se reúnen, previa 
convocatoria cursada al efecto por Decreto de Alcaldía nº  143/2015,  de 20 de 
noviembre,   los Sres. y Sras.  Concejales  que integran el Pleno del Ayuntamiento de  
Fuentepelayo y que más arriba se relacionan,  al objeto de celebrar sesión extraordinaria 
motivada por la urgencia de los asuntos a tratar,  conforme al Orden del Día fijado por la 
Presidencia en la citada resolución,   siendo asistidos por mí, el Secretario que suscribe, 
para dar fe del acto. 
 
 El Sr. Alcalde, que la preside, declara abierta y pública la sesión cuando son las  
catorce  horas y cuarenta y ocho minutos,   pasándose  a continuación a tratar de los 
distintos puntos del Orden del Día sobre los que se adoptaron los siguientes acuerdos.  
 

PRIMERO.- ELECCIÓN DE LOS MIEMBROS DE LA MESA ELECTORAL 
PARA LAS ELECCIONES GENERALES CONVOCADAS PARA EL 
PRÓXIMO 20 DE DICIEMBRE.-  

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 26 de la Ley Orgánica 5/1985, 
de 19 de junio, del Régimen Electoral General, se procede al sorteo público para elegir 
a los miembros titulares y suplentes que han de componer la Mesa Electoral  en este 
municipio  de cara a las elecciones generales al Congreso y al Senado convocadas 
para el próximo 20 de diciembre  de 2015,  obteniéndose de dicho sorteo el siguiente 
resultado:  
 
        DISTRITO: 01  SECCIÓN:   001  -  MESA:   U 
 

TITULARES Apellidos  Nombre DNI 

Presidente ARRANZ OTONES CELIA 03455977C 

1º Vocal  ZAERA  LOBO URBANO 70247032H 

2º Vocal  SANZ NICOLÁS HELENA 70263537D 

SUPLENTES     Apellidos              Nombre        DNI 

1º Suplente de Presidente CONDE GARCÍA SILVIA 70245448K 

2º Suplente de Presidente VACA OTERO JOSÉ LUIS 03462936X 

1º Suplente de 1º Vocal SERRANO HERRERO MARÍA RAQUEL 03464725M 

2º Suplente de 1º Vocal ARRANZ OLOMBRADA MARÍA 70227352A 

1º Suplente de 2º Vocal GARCÍA MERINO ISABEL 03852953Q 

2º Suplente de 2º Vocal VACA CUÉLLAR IGNACIO 70237424R 



SEGUNDO.- PROPUESTA DE ACUERDO EN RELACIÓN CON EL DÍA 
INTERNACIONAL CONTRA LA VIOLENCIA DE GÉNERO.-   

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
Alrededor de 800 mujeres han sido asesinadas en España por sus parejas o ex 

parejas desde el año 2003, cuando comenzaron a recopilarse estadísticas oficiales. 
Una violencia ante la que no queremos permanecer impasibles porque para el PSOE, 
la igualdad entre mujeres y hombres es un principio fundamental.  
Nuestro compromiso contra la violencia de género es firme. Fue un gobierno socialista 
el que aprobó la Ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra la Violencia 
de Género que ha supuesto un revulsivo respecto a la violencia de género en todos 
sus aspectos y que se ha consolidado como modelo internacional. Una ley reconocida 
y premiada y que establece un sólido y completo marco legal para la prevención, 
protección, persecución y castigo de la violencia por parte del compañero o ex 
compañero sentimental. Una ley que desarrollamos y pusimos en marcha durante los 
años de gobierno.  

Nuestro compromiso contra la violencia de género es permanente. Así, el 25 de 
noviembre de 2014, lo ratificamos declarando a toda la organización y todas y cada 
una de sus agrupaciones como “Espacio seguro y libre de violencia de género”. Este 
verano, en la Declaración del Consejo Político Federal del 13 de julio, la Declaración 
de Sevilla, nos volvimos a comprometer con una declaración en la que se anunciaba 
que todos nuestros gobiernos autonómicos priorizarán la lucha contra la violencia de 
género con los presupuestos adecuados, políticas de prevención y recursos 
suficientes para la protección de las mujeres víctimas y de sus hijos e hijas.  

En el Foro de alcaldes y alcaldesas de Madrid del 23 de junio, los 
ayuntamientos socialistas ratificaron el cumplimiento de seis compromisos adquiridos 
con la ciudadanía y por ello declararon que es un reto de obligado cumplimiento 
erradicar la violencia de género de nuestros municipios. En esas seis prioridades 
subrayaron la contundencia de los ayuntamientos socialistas en las medidas contra la 
violencia de género y en el desarrollo de una red de atención, asistencia y protección 
social que garantice a las mujeres en situación de violencia su seguridad y derecho a 
rehacer sus vidas.  

Una sociedad decente exige avanzar hacia una sociedad segura y libre de 
violencia de género, que garantice una respuesta efectiva a las mujeres que sufren 
violencia así como a sus hijos e hijas.  

Por todas estas razones, un año más, atendemos al llamamiento de Naciones 
Unidas de conmemorar el 25 de noviembre como Día Internacional de la Eliminación 
de la Violencia contra las mujeres, y ratificamos nuestro compromiso explícito de 
rechazo de la violencia de género, ratificamos nuestro compromiso de trabajar hasta 
conseguir su erradicación. Tenemos la convicción de que la tolerancia cero  a la 
violencia contra las mujeres debe ser un valor de la sociedad en su conjunto. Es 
nuestro compromiso, son nuestros valores. 

Este año, ante una cita electoral, queremos denunciar una legislatura que 
termina y en la que el gobierno del PP con sus recortes y retrocesos ha malogrado 
cuatro años de la vida de las mujeres víctimas, de sus hijos e hijas. Como sociedad 
nos han hecho perder mucho tiempo. Y en igualdad, todo lo que no se avanza se 
retrocede. Además de las modificaciones legales contrarias a la igualdad, los 
presupuestos del PP a lo largo de esta legislatura evidencian la escasa atención 
prestada por el gobierno popular a la violencia de género, cuestión que debería estar 
permanentemente en la agenda política y señalada como una de las cuestiones de 
Estado prioritarias.  

Así, el programa contra la Violencia de Género baja el 10,92% respecto a 2009. 
El gasto para el programa específico en prevención de la violencia de género para 
2016 aumenta el 6% y asciende a 25.2 millones de euros, lo que queda lejos de los 
34,3 millones con los que contaba en 2010. Es decir, a pesar del aumento que han 
introducido en unos presupuestos aprobados en vísperas de las elecciones generales, 



ni siquiera consiguen igualar las cifras de hace cuatro años. El presupuesto para 
igualdad y violencia para 2016  representa el 0,0103% del total. A lo que hay que 
añadir que solo hay dos millones de euros en los Presupuestos para 2016 destinados 
a la atención a las víctimas de trata.  

Es tiempo de soluciones. En el PSOE queremos consolidar un gran Acuerdo 
contra la violencia de género que ofrecemos a todas las fuerzas políticas. Una 
sociedad decente exige avanzar hacia una sociedad segura y libre de violencia de 
género, que garantice una respuesta efectiva a las mujeres que sufren violencia así 
como a sus hijos e hijas generando y ofreciendo los mecanismos necesarios para 
conseguirlo.  

En primer lugar, hay que reponer y dotar suficientemente las partidas 
presupuestarias, que se han venido recortando en los últimos años, especialmente los 
recursos destinados a la prevención y a la asistencia social de las víctimas de 
violencia de género, dependientes tanto de las Comunidades Autónomas, como de los 
servicios de proximidad de los ayuntamientos. Recursos que también creemos 
necesario que aumenten en los servicios más próximos por lo que es importante crear 
un fondo de apoyo a los ayuntamientos que alcance progresivamente en un plazo de 
cuatro años los 100 millones de euros para dar refuerzo a la red de servicios públicos, 
impulsando el papel que desempeñan y deben seguir desempeñando los servicios 
sociales municipales y los centros de la Mujer.  

Además de los presupuestos, uno de los mayores problemas a los que nos 
enfrentamos en la lucha contra la violencia de género en estos momentos está 
relacionado con la justicia. El número de denuncias es insuficiente. Todos los estudios 
nos indican que solo se denuncia aproximadamente el 30% de la violencia de género 
por lo que el 70% queda impune. Tenemos que luchar contra esa impunidad y 
tenemos que conseguir que las víctimas tengan confianza en la justicia, que estén 
protegidas y que no teman perder a sus hijos e hijas, que no teman salir ellas 
denunciadas, que no teman comenzar un periplo sin salida ni final.  

Por ello en el Acuerdo que proponemos, subrayamos la necesidad de poner en 
marcha en los Juzgados Especializados en Violencia de Género el Acompañamiento 
Judicial Personalizado para hacer accesible la información a las mujeres víctimas de 
violencia de género sobre el itinerario y procedimiento más seguro en su recorrido 
judicial, desde el momento en el que ponen la denuncia hasta el final del proceso. Así 
también es importante el establecimiento de protocolos de intervención específicos 
para la atención integral a las mujeres que han retirado la denuncia por violencia de 
género. Hace falta mucho valor, mucho coraje para salir de la violencia, para 
denunciar al maltratador, para hacerle frente, cada retirada de denuncia es un fracaso 
de la justicia. Cada denuncia retirada es un éxito del maltratador en su estrategia del 
miedo, de la coacción, de la amenaza. La impunidad es gasolina para el motor de la 
violencia que hay que eliminar.  

Sabemos que la violencia de género es un fenómeno complejo por tanto, 
quienes se enfrentan a él tienen que estar especializados y haber recibido una 
formación completa y rigurosa. Sabemos que existen fallos en la percepción del riesgo 
y en los informes psicosociales. Sabemos que en numerosas ocasiones se revictimiza 
a las mujeres por lo que es necesaria la obligatoriedad de formación específica en la 
materia, impartida por una institución acreditada previamente a ocupar su puesto, 
tanto de los magistrados al frente de órgano jurisdiccional especializado, como de 
abogados, forenses y equipos psicosociales que intervengan en los juzgados 
especializados de violencia de género.  

La educación es otra de nuestras preocupaciones. Si no rompemos los ciclos, 
la violencia de género pasará de generación en generación por lo que es materia del 
Acuerdo tanto el Plan Nacional de Sensibilización y Prevención de la Violencia de 
Género como el Plan integral para prevenir, proteger y reparar el daño a menores 
víctimas de violencia de género y especialmente, la incorporación al currículum en 
todas las etapas educativas la formación específica en Igualdad, educación afectivo- 
sexual y de prevención de la violencia de género. 



Por último, tal como han recomendado tanto la CEDAW como Convenio del 
Consejo de Europa sobre Prevención y Lucha contra la Violencia contra la Mujer y la 
Violencia Doméstica, estamos convencidos de que es el momento de ampliar la Ley 
Integral contra la violencia de género de manera que estén recogidas en ella todas las 
manifestaciones de dicha violencia y no exclusivamente las que se producen en 
relaciones de pareja como ocurre en este momento. 
 
El Pleno, por unanimidad, acuerda:  
 
Primero.- Este Ayuntamiento dedica un sentido y doloroso recuerdo a la memoria de 
todas las mujeres asesinadas por violencia de género y expresa sus condolencias a 
sus familias y amistades. También, a todos los menores, a los hijos y las hijas de los 
maltratadores, víctimas a su vez de esta violencia, víctimas mortales incluso, 
convertidas en último ejercicio de venganza contra sus madres.  

De igual manera, manifiesta su repulsa a todas las manifestaciones de dicha 
violencia, redobla su compromiso con las víctimas y declara la tolerancia cero con los 
maltratadores.  
 
Segundo.- Este Ayuntamiento se compromete a no reducir ni recursos, ni servicios, ni 
presupuestos para combatir la Violencia de Género así como a:  
 

1. Reclamar que los Ayuntamientos y entes locales recuperen expresamente las 

competencias en Igualdad y Violencia de género, con la consiguiente dotación 

presupuestaria suficiente, igual que el resto de las Administraciones Públicas, 

en el ámbito de sus respectivas competencias, con el objeto de aplicar en su 

integridad y de forma eficaz la Ley Orgánica 1/2004, de Medidas de Protección 

Integral contra la Violencia de Género. 

2. Declararse municipio libre de violencia de género. Para ello, este municipio 

garantizará una red de atención social a las mujeres en situación de violencia y 

que les ayudará a buscar alternativas para recuperar su vida (derechos 

laborales, políticas de formación, apoyo al empleo, vivienda, ayudas sociales). 

En dicha red estarán incluidos los servicios de protección, información, 

asesoramiento, acompañamiento y acogida para mujeres en situación de 

violencia de género, sus hijos y sus hijas. 

Tercero.- Este Ayuntamiento exige al Gobierno estatal que: 

 Reponga y dote suficientemente las partidas presupuestarias, que se han 

venido recortando en los últimos años, especialmente los recursos destinados 

a la prevención y a la asistencia social de las víctimas de violencia de género, 

dependientes tanto de las Comunidades Autónomas, como de los servicios de 

proximidad de los ayuntamientos.  

 Estipule un fondo de apoyo a los ayuntamientos para dar refuerzo a la red de 

servicios públicos, impulsando el papel que desempeñan y deben seguir 

desempeñando los servicios sociales municipales y centros de la Mujer para el 

desarrollo y cumplimiento de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de 

Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género y la Ley Orgánica 

8/2015, de 22 de julio, de modificación del sistema de protección a la infancia y 

a la adolescencia.  

 Ponga en marcha, en los Juzgados Especializados en Violencia de Género, del 

Acompañamiento Judicial Personalizado para hacer accesible la información a 



las mujeres víctimas de violencia de género sobre el itinerario y procedimiento 

más seguro, en su recorrido judicial desde el momento en el que ponen la 

denuncia hasta el final del proceso.  

 Establezca protocolos de intervención específicos para la atención integral a 

las mujeres que han retirado la denuncia por violencia de género. 

 Active de forma permanente el Plan Nacional de Sensibilización y Prevención 

de la de Género.  

 Incorpore al currículo la formación específica en Igualdad, educación afectivo- 

sexual y de prevención de la violencia de género en todas las etapas 

educativas. 

 Ponga en marcha un Plan integral para prevenir, proteger y reparar el daño a 

menores víctimas de violencia de género.  

 Estipule la obligatoriedad de que tanto los magistrados al frente de órgano 

jurisdiccional especializado, como abogados, forenses y equipos psicosociales 

que intervengan en los juzgados especializados de violencia de género tengan 

certificado, previamente a ocupar su puesto, formación específica en la materia 

impartida por una institución acreditada.  

 Amplíe las disposiciones preventivas, procesales, punitivas y protectoras de la 

ley de 2004 para abarcar, con las adaptaciones necesarias, todas las formas 

de violencia contra la mujer, tal como exige la Recomendación General nº 19 

de la CEDAW y el Convenio del Consejo de Europa sobre Prevención y Lucha 

contra la Violencia contra la Mujer y la Violencia Doméstica (Convenio de 

Estambul), que España ha ratificado. 

TERCERO.- PROPUESTA DE ACUERDO DE PETICIÓN DE DEROGACIÓN 
DE LA LEY 27/2013, DE 27 DE DICIEMBRE, DE RACIONALIZACIÓN Y 
SOSTENIBILIDAD DE LA ADMINISTRACIÓN LOCAL.-   

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la 
Administración Local vino a reformar la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las 
Bases del Régimen Local, poniendo en jaque la base del municipalismo y del modelo 
que ha garantizado la cohesión social de nuestro país durante los últimos 30 años. 
 

La reforma planteada priva a las entidades locales de las competencias en 
materia de prestación de los servicios sociales y de promoción y reinserción social, así 
como en otras competencias: sanidad, consumo, igualdad, políticas acticas de empleo, 
etc. 

La nueva Ley consagra una visión exclusivamente economicista de las 
funciones mismas del Estado, y en especial de las Entidades Locales, al citar la 
estabilidad presupuestaria como principio rector que debe presidir las actuaciones de 
todas las Administraciones públicas en vez de situar la atención los ciudadanos/as y la 
calidad en la prestación de servicios en el centro de la reforma. 

 
Desde el principio, el PSOE se ha opuesto frontalmente a esta reforma porque 

ataca y daña a la raíz misma del gobierno municipal, recorta competencias a los 



ayuntamientos y abre el camino a la desaparición o la privatización de los servicios 
sociales que prestan los ayuntamientos. El texto es, además, un ataque a la Carta 
Europea de Autonomía Local. También se han opuesto el resto de los grupos de la 
oposición y alcaldes de toda España, incluidos muchos del Partido Popular. 
 

Por ello, los Grupos Parlamentarios Socialista, Izquierda Plural, Unión Progreso 
y Democracia, y Mixto (BNG, CC-NC-PNC y Compromís-Q) presentaron un recurso de 
inconstitucionalidad contra esta Ley. Lo mismo hicieron algunas Comunidades 
Autónomas. Igualmente, más de 3.000 ayuntamientos de toda España, que 
representan a más de 16 millones de ciudadanos y ciudadanas, plantearon un conflicto 
ante el Tribunal Constitucional en defensa de la autonomía local constitucionalmente 
garantizada. Tanto los recursos presentados como el conflicto planteado fueron 
admitidos a trámite por el Tribunal Constitucional y están pendientes de tramitación y 
sentencia. 
 

Hoy de nuevo, reafirmamos nuestro compromiso de derogar esta ley en cuanto 
el PSOE llegue al Gobierno. Uno de los principales ataques al municipalismo de la 
LRSAL es un cambio profundo en la organización del sistema público de los Servicios 
Sociales, que afecta al reparto y la relevancia de la Administración Local en el conjunto 
de las actuaciones del Estado, desposeyéndola de todas sus facultades de acción en 
este ámbito, uno de los más importantes para construir una comunidad y donde es 
esencial la proximidad y cercanía para la prestación de los servicios. Se calcula que 
cuando el 31 de diciembre entre en vigor la previsión de cesión de las competencias 
de servicios sociales municipales a las CCAA, más de 8,5 millones de ciudadanos se 
verán afectados. 
 

Con ello se crea una situación crítica para la continuidad del sistema público de 
Servicios Sociales en España que se ha ido construyendo desde los años 80, sobre la 
base del marco constitucional, y de los Estatutos de Autonomía.  
En desarrollo del marco constitucional se ha ido consolidando el actual sistema público 
de Servicios Sociales, basado en la cooperación entre administraciones y que permite 
la aplicación del Plan Concertado de Servicios Sociales. 
Esta reforma quiebra la estructura ya consolidada y limita extraordinariamente las 
funciones de prestación de los servicios sociales y de promoción y reinserción social 
de los consistorios a la mera “evaluación e información de situaciones de necesidad 
social, y la atención inmediata a personas en situación o riesgo de exclusión social”, 
desnaturalizando por completo el sistema actual.  
 

Se lleva a cabo, además, en un momento en que las cifras de pobreza en 
España son cada día más dramáticas. En la actualidad, 1 de cada 5 personas viven en 
nuestro país por debajo del umbral de pobreza. 2,8 millones de niños, el 33,8 por 
ciento de la población menor de edad, están en riesgo de pobreza. La tasa de 
cobertura por desempleo ha bajado hasta dejar desatendidas a la mitad de las 
personas en paro, mientras que tener un trabajo, ya no garantiza salir de la pobreza en 
España. 
 

En un contexto como el actual, es necesario potenciar los servicios a los que la 
ciudadanía recurre en primer lugar para obtener información y atención social y 
laboral, pero paradójicamente, el Gobierno del PP, en su afán de reducir a mínimos la 
protección social, ha consumado el desmantelamiento de la Red Pública de Servicios 
Sociales de proximidad, con recortes presupuestarios (64% en el Plan Concertado) 
que, además de dejar sin protección a miles de ciudadanos en plena crisis, ha 
supuesto la destrucción de más de 10.000 puestos de trabajo del sector público local. 
 

También se margina a los ciudadanos que viven en el medio rural al eliminar 
cualquier servicio social de los pueblos con menos de 20.000 vecinos (incluso los 



servicios sociales de asistencia inmediata dejan de ser de carácter obligatorio en los 
municipios pequeños) en aras de una pretendida mayor rentabilidad, y traspasar 
dichas competencias directamente a las diputaciones provinciales. 
 

En definitiva la LRSAL supondrá para millones de personas perder la atención 
social que reciben de sus Ayuntamientos, por ello, la Junta de Gobierno de la FEMP 
ha pedido una moratoria de su entrada en vigor y la posterior derogación de la misma. 
 
El Pleno, por unanimidad, acuerda:  
 
INSTAR  al Gobierno de España a: 
 
1. Derogar la ley 27/2013, de 27 de diciembre de racionalización y sostenibilidad 
de la Administración Local. 
 
2. Mientras tanto se comprometa a tramitar, de forma inmediata, una modificación 
legislativa que devuelva urgentemente a las Entidades Locales las competencias en 
materia de prestación de los servicios sociales y de promoción y reinserción social, y 
reafirme la autonomía municipal constitucionalmente garantizada, entendida como la 
capacidad de decisión en todos los ámbitos de la vida ciudadana, sin perjuicio de la 
necesaria coordinación de competencias entre administraciones, bajo los principios de 
calidad del servicio, proximidad y subsidiariedad. 
 

CUARTO.- PROPUESTA DE ACUERDO SOBRE LAS VACUNACIONES 
NEUMOCÓCICAS.-    

 
ANTECEDENTES: 
En noviembre de 2014, el Ministerio de Sanidad, junto con las Comunidades 

Autónomas, acordaron volver a incorporar al calendario común obligatorio de 
vacunación infantil ,la vacuna contra el neumococo, atendiendo las peticiones del 
personal sanitario especializado ante el alarmante repunte de enfermedades 
neumocócicas aparecido tras su retirada del calendario de vacunaciones.  

Esta vacuna había sido retirada en el año 2012 por el Ministerio de Sanidad del 
protocolo de vacunaciones financiadas por la Sanidad Pública, al aplicar el Ministerio 
las rígidas  políticas de recortes  en el Sistema de Sanidad Publica. La retirada de la 
vacuna del calendario de vacunaciones infantiles en el año 2012, provocó un repunte 
de las enfermedades neumocócicas asociadas a las que la citada vacuna debía 
prevenir. 

La Junta de Castilla y León, estableció un calendario de vacunaciones del 
neumococo, como prestación de Salud Pública, gratuito para los niños nacidos a partir 
del 1 de enero de 2015 

Una vez acordado por todas las CC AA que esta vacunación debía introducirse 
antes del 31 de diciembre de 2016 y en base a diversos criterios, en Castilla y León se 
decidió que esta vacunación sería ofertada de forma gratuita a los nacidos a partir del 1 
de enero de 2015.  

La vacuna del neumococo normalmente consta de tres dosis que se suministran a 
los 2, 4 y 12 meses del nacimiento del bebé. 
 

El Procurador del Común, en el pasado mes de septiembre, ha emitido una 
Resolución respecto al “Calendario de Vacunaciones. Agravios comparativos”, en la 
que en esencia manifiesta que al elegir la Junta de Castilla y León arbitrariamente una 
fecha para establecer el Calendario de Vacunaciones, un grupo de niños y niñas de 
Castilla y León, ha quedado fuera del grupo de los beneficiados de la vacuna. Lo que 
genera un agravio comparativo que puede y debe corregirse. 
En su Resolución, el Procurador del Común pide a la Junta: 
 



- Que por parte del órgano competente se modifique el calendario de vacunación 
infantil para que los menores nacidos antes del 1 de enero de 2015, pero dentro 
de los doce meses anteriores, puedan recibir la vacuna neumocócica en igualdad 
de condiciones que los nacidos con posterioridad, siempre que se cumplan los 
requisitos de salud pública y las recomendaciones clínicas. 

- Que se arbitren los sistemas oportunos para resarcir económicamente a 
aquellas familias que han adelantado el precio de alguna dosis de la citada 
vacuna a estos menores 

 
Esto es, la situación actual es que muchos niños nacidos en los doce meses 

anteriores a la modificación del calendario de vacunación tiene pendiente de recibir las 
dosis restantes de la vacuna anineumococica, habiendo sido sus padres los que han 
pagado de su bolsillo las primeras dosis de las vacunas  suministradas, atendiendo los 
criterios de sus pediatras. Ahora esas vacunas están acogidas en el calendario oficial 
de vacunación, y su coste, como se ha dicho, es cubierto por el sistema de salud 
pública a los niños nacidos a partir del 1 de enero de 2015 

Parece razonable y equitativo que puedan acceder a dichas dosis restantes con 
cargo a fondos públicos, es decir en igualdad de condiciones con los nacidos en 2015 

No es comprensible que los nacidos antes del 1 de enero de 2015 queden 
excluidos de la ayuda pública cuando acceden a esta vacuna. 

Además, en el momento de entrar en vigor las ayudas: el 1 de enero de 2015, y 
dado que las dosis de esta vacuna, como se ha dicho, se dispensan a los dos, cuatro y 
doce meses, esto trae como consecuencia que una gran cantidad de familias ya han 
sufragado de su bolsillo algunas de estas dosis y el sistema público de salud no 
tiene previsto sufragarles el resto de las dosis hasta finalizar el tratamiento 

Es por ello que en base a lo previsto en el artículo 9 de nuestra Carta Magna, que 
impone como obligación de los poderes públicos promover las condiciones para que la 
igualdad de los ciudadanos sea real y efectiva, que deben buscarse las fórmulas para 
que los padres que hayan iniciado la vacuna bajo prescripción médica  de acuerdo con 
el calendario de dosificación aprobado en el calendario de vacunación, puedan ser 
reintegrados de las cantidades adelantadas 

La vacuna antineumococica, que  requiere de tres o cuatro dosis, alcanza un 
precio medio de cada dosis de 76,34 €, lo que eleva el precio total de la vacuna a 305 
€ 

Por lo que la situación de agravio comparativo para las familias que tuvieron 
que adelantar de su bolsillo el pago de las vacunas para cumplir el calendario 
sanitario, puede cuantificarse en un máximo de 150.000 € cantidad insignificante en el 
total de los presupuestos de la Junta de Castilla y León, e inconmensurable en lo que 
significa de compromiso con la salud pública y por tanto con la calidad de vida, 
especialmente de la población infantil, sujeto de Derecho  que merece una especial 
protección, y de las familias más desfavorecidas desde el punto de vista económico, 
para las que pagar estas vacunas, significa un enorme sacrificio económico  
 
El Pleno, por unanimidad, acuerda:  
 

Instar  a la Junta de Castilla y León  para que se arbitren los sistemas 
oportunos para resarcir económicamente a aquellas familias que han adelantado el 
precio de alguna de las dosis de la citada vacuna a los menores nacidos antes del 1 
de enero de 2015 y que quedaron fuera de la cobertura económica del sistema de 
sanidad pública 
 
 
 
 
 



Y no habiendo más asuntos que tratar,  el Sr. Alcalde  da por terminada y 
levanta la sesión cuando son las quince  horas y trece minutos   del día señalado en el 
encabezamiento,  de todo lo cual, en calidad de Secretario, doy fe, autorizando la 
presente acta con el Sr. Alcalde-Presidente de la Corporación.  

 
    EL ALCALDE        EL SECRETARIO 

          
 
 
 
 
      Daniel J. López Torrego                                  José C. Arranz del Barrio  
 

 

 

 

 DILIGENCIA: Que se extiende para hacer constar que el acta correspondiente a la sesión  

celebrada el día 25 de noviembre 2015 y aprobada en sesión de 4 de abril de 2016, ha quedado transcrita 

en cinco hojas, con la numeración y utilización siguientes: 

 

 

● Hoja nº  3696193  0A01 Folio  31: Reverso 

● Hoja nº  3696194  0A01 Folio  32: Anverso y Reverso 

● Hoja nº  3696195  0A01 Folio  33: Anverso y Reverso 

● Hoja nº  3696196  0A01 Folio  34: Anverso y Reverso 

● Hoja nº  3696197  0A01 Folio  35: Anverso y Reverso 

 

 

EL SECRETARIO 

 

 

 

 

José C. Arranz del Barrio 

 

 


